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Reduce monto de consignación de la multa para apelar en causas de juzgados de policía local





      





El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, aprobado y ratificado por Chile, según publicación del Diario Oficial de 29 de abril de 1989, dispone en su artículo 16 Nº 5:





"Toda persona declarada culpable de un delito tendrá derecho a que el fallo condenatorio y la pena que se le haya impuesto sean sometidos a un tribunal superior, conforme a lo prescrito por la ley."





A su vez la Convención Americana sobre Derechos Humanos, también aprobada y ratificada por Chile, vigente desde su publicación en el Diario Oficial el 5 de enero de 1991, en su artículo 8 Nº 2 letra h) prescribe el "Derecho a recurrir del fallo ante juez o tribunal superior".





Por su parte, el artículo 5 inciso 2º de la Carta Fundamental establece:





"El ejercicio de la soberanía reconoce como limitación el respeto a los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana. Es deber de los órganos del Estado respetar y promover tales derechos, garantizados por esta Constitución, así como los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes".





En consecuencia, el Estado debe respetar el principio de la revisión del fallo condenatorio por un tribunal superior.





A su vez, el artículo 19 de la Constitución Política de la República, en sus Nºs 2 y 3 asegura la igualdad ante la ley, el derecho a la defensa jurídica, y el sentenciamiento conforme al debido proceso con "un procedimiento racional y justo".





Aún más, el Nº 26 del mismo artículo señala que "La seguridad de que los preceptos legales que por mandato de la Constitución regulen o complementen las garantías que ésta establece o que los limiten en los casos en que ella lo autoriza, no podrán afectar los derechos en su esencia, ni poner condiciones, tributos o requisitos que impidan su libre ejercicio."





Pues bien, ocurre que el artículo 33 de la ley Nº 18.287 sobre procedimientos en los Juzgados de Policía Local que prescribe: "Cuando se trate de sentencias condenatorias que impongan multas, la parte condenada que desee apelar de la sentencia deberá depositar, previamente, el valor de la multa en la Tesorería Municipal respectiva, sin este requisito el recurso será denegado por el juez que pronunció el fallo," hace completamente ilusoria la apelación a un tribunal superior, puesto que las multas en el caso de leyes especiales sobre pesca, caza, forestal, protección del consumidor o algunas de las 33 que son de competencia son elevadísimas e imposibles de consignar previamente.





Cabe recordar que mediante una ley que modificó el Código de Procedimiento Civil y Penal, se suprimieron las consignaciones por ser un obstáculo a los recursos entablados, de modo que el depósito de multas de $ 10 millones o $ 20 millones para deducir la apelación, transforma el recurso en imposible, siendo en la práctica un requisito o condición que impide su libre ejercicio.





Por estas razones, venimos en proponer el siguiente:





 


PROYECTO DE LEY





                                                 





 


Artículo único: Modifícase el artículo 33 inciso primero de la ley Nº 18.287 sobre procedimiento de los Juzgados de Policía Local en el siguiente sentido:





Sustitúyese la expresión "el valor de la multa" por el "20 por ciento del valor de la multa con un máximo de 100 U.T.M."





 








